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Introducción

Desde los estudios de la Antropología Política, el presente artículo analiza el pro-
grama Comunidades Seguras (Secure Communities, S-Comm) como un proyecto 
político y cultural de la política pública sobre migración en Estados Unidos a nivel 
federal, desarrollado durante la primera administración del presidente Barack Oba-
ma (2008-2012), el cual está vigente hasta el día de hoy. 

El programa ha generado nuevas prácticas en el ejercicio de la política migra-
toria y ha promovido el análisis de los gobiernos locales para conocer tanto los 
objetivos como las dinámicas entre gobierno local y federal. Éste, instaurado por el 
Departamento de Seguridad Nacional (dHs) de Estados Unidos en 2008, que ha lo-
grado implementarse en 3181 jurisdicciones. 

El programa S-Comm ha generado polémica en distintos sectores de la pobla-
ción migrante y las organizaciones no gubernamentales a favor de los derechos de los 
inmigrantes desde su instauración, ya que dicha política junto con el Progra  ma 287(g) 
y el programa Criminal Alien, ha desencadenado el drástico aumento de la deten-
 ción y de la deportación de los migrantes mexicanos y centroame ricanos, según su 
estatus migratorio, su perfil racial y condición no regularizada como inmigrantes en 
Estados Unidos.

Con base en el estudio entre la interacción de la sociedad civil y el Estado en ma-
 teria de política pública migratoria a nivel local, propongo un análisis antropológico del 
Estado sobre los alcances que ha generado el programa Comunidades Seguras en la 
política pública migratoria en los niveles local y federal de Estados Unidos, así como 
sus repercusiones en las comunidades migrantes —mexicana y centroamericana, 
principalmente—; una de las más graves consecuencias de su ejecución es el aumen-
to en las detenciones y deportaciones de inmigrantes centroamericanos y mexicanos, 
entre otros grupos migratorios afectados.

La etnografía de Estado, como herramienta analítica, permitió descubrir y 
estudiar el diseño del programa Comunidades Seguras instaurado por el Servicio 
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de Inmigración y Control de Aduanas (Immigration and Customs Enforcement, 
iCe) del dHs en 2008, y que continúa funcionando hasta el día de hoy. Dicha etno-
 grafía permite conocer a los actores políticos que han participado en el diseño y 
transformación del programa en un periodo de cuatro años (2008-2012), años fisca-
les que corresponden a la primera administración del presidente Barack Obama. 

La etnografía de Estado reconoce que el programa se encuentra en acción a partir 
de las relaciones entre actores gubernamentales y no gubernamentales imbricados 
en un sector específico de la acción pública, en este caso Comunidades Seguras, y el 
efecto en la deportación de inmigrantes en Estados Unidos. Asimismo, se entiende 
que los actores políticos —gubernamentales y no gubernamentales— actúan con 
base en los recursos con los que cuentan y en las instituciones que reglamentan sus 
acciones (Subirats et al., 2008: 8). 

Las fuentes fundamentales de la etnografía del programa Comunidades Segu-
ras que se presenta en este artículo han sido los materiales publicados en los porta-
les de las agencias gubernamentales del iCe, del dHs, del Grupo de Trabajo sobre 
Comunidades Seguras (Task Force on Secure Communities), del Consejo Asesor 
de Seguridad Nacional (Homeland Security Advisory Council, HsaC) y del Grupo de 
Trabajo sobre Derechos de los Inmigrantes del gobierno local de San Francisco, 
California, a partir de los lineamientos de transparencia pública del gobierno fe-
deral de Estados Unidos y del gobierno de San Francisco. También han sido funda-
mentales las discusiones que han desarrollado organizaciones no gubernamentales 
(ong), grupos de trabajo sobre los derechos de los inmigrantes y los cuerpos acadé-
micos especializados en política pública migratoria de universidades en Estados 
Unidos. 

En este artículo se destaca que los actores políticos participan en la discusión 
sobre la implementación del programa Comunidades Seguras en espacios locales y 
aportan sus proyectos político-culturales.1 Así, cada agencia gubernamental y grupo 
de trabajo tiene su propia postura frente a los mecanismos de acción y de imple-
mentación del programa, lo que les permite transformar la política pública migratoria 
y de seguridad nacional en Estados Unidos basándose en las acciones ejercidas tras 
la implementación del programa.

En la legislación estadunidense, el término apropiado para designar a la depor-
tación después de la Ley de Reforma de la Inmigración Ilegal y de la Responsabili-
dad del Inmigrante (Illegal Immigration Reform and Immigration Responsability Act, 

1  Los proyectos políticos se definen como un conjunto de ideas y valores que promueven la consecución 
de un fin común, compartido por un grupo donde los líderes o portavoces se convierten en el agente 
principal de negociación con otros grupos de la sociedad civil y/o el Estado. Así, la búsqueda de un 
proyecto político-cultural establece las posibilidades de la interacción entre un grupo o varios que parti-
cipan en el conflicto, ya sean actores de la sociedad civil o del Estado (Suárez, 2012: 12).
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iirira) de 1996 es removal (remoción), y en el presente artículo se analiza como un 
proceso administrativo que involucra la remoción de una persona que no es ciuda-
dana de Estados Unidos.2 

Con base en el estudio de este concepto, se analizan los efectos de la política 
pública migratoria en la vida cotidiana de los inmigrantes que han tenido que retor-
nar al lugar de nacimiento, perjudicando la unidad de las familias y el fortalecimien-
to de las comunidades migrantes de origen latino radicadas en Estados Unidos, así 
como la transformación de las historias de vida y la experiencia migratoria con la 
ejecución de políticas restrictivas hacia los inmigrantes durante la administración 
de Barack Obama-Joe Biden.

Para analizar la deportación en una escala individual y sociopolítica, es necesario 
enfocarla como una herramienta del Estado liberal contemporáneo de Estados Unidos, 
para endurecer la política pública migratoria para contener la inmigración no docu-
mentada, en el que se afecta a distintos grupos económicos y políticos, conflicto que 
no es exclusivo de los inmigrantes no documentados (Ellermann, 2009).

Para destacar en la investigación las experiencias de vida de los inmigrantes, se 
desarrolló una etnografía con base en reuniones comunitarias y audiencias públicas 
convocadas por la comunidad del barrio latino en el Mission District de San Francisco. 
El enfoque etnográfico en estas reuniones nos permite recuperar las vivencias de 
los inmigrantes latinos en esa ciudad, quienes narran su deportación en los procesos 
de detención de sujetos inmigrantes sospechosos de crímenes.

Comunidades Seguras (S-Comm): un programa polémico 
discutido entre los gobiernos locales y el federal

El impacto de políticas públicas migratorias restrictivas3 en espacios locales es un 
fenómeno reciente en Estados Unidos. Ha transformado la política que cuestiona 
las funciones de los gobiernos locales y el gobierno federal para permitir la entrada 
y la libre circulación de los inmigrantes —regularizados y no regularizados—. El 
programa Comunidades Seguras evidencia la problemática actual entre gobiernos 
locales y estatales frente a programas del gobierno federal que utilizan herramien-
tas de acción como las redadas, las detenciones y la deportación en contra de inmi-
grantes que han cometido algún delito penal o hayan violado alguna ley migratoria, 
o incluso aunque no hayan cometido ninguna falta. 

2  Véase en trac Immigration Glosary (2013). 
3  Las políticas de control de entradas y flujos de entrada en Estados Unidos se han generalizado como 

restrictivas. Promueven la elaboración de estatus jurídicos para seleccionar quién puede ser admitido 
en el país y reconocer limitaciones al Estado para garantizar derechos civiles a los inmigrantes, como la 
libre circulación y juicios penales justos en las cortes de Estados Unidos.
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Durante la realización de la etnografía, la implementación de Comunidades Se-
guras y otros programas federales, asistí a varias reuniones comunitarias en las que 
se discutían los tres temas sobre los derechos de los inmigrantes en San Francisco y 
los efectos de las acciones del iCe en el barrio latino conocido como  Mission District. 

En la reunión comunitaria organizada en la escuela “Horace Mann” el día 25 de 
febrero de 2009, los inmigrantes reconocieron que había deten ciones y deportaciones 
de algunos miembros de la comunidad latina, en su ma yo ría me  xi canos y centroame-
ricanos, sin que se hubiera dado un juicio justo, y es p e ci fi ca ban en sus testimonios 
que fueron detenidos en retenes vehiculares y peatonales en las calles del Mission 
District bajo el mando del Departamento de Policía de San Francisco. 

En la reunión, un joven rindió testimonio sobre la aprehensión de uno de sus 
compañeros: 

Buenas tardes. Quisiera contarles la historia de un joven de la comunidad. Lo primero 
que quiero decirles es que lo que está haciendo la policía no es nada más de hoy; lo 
han hecho siempre y lo van a seguir haciendo siempre si no les ponemos un alto. La 
historia es la siguiente: un amigo venía a trabajar, por aquí por la Mision, y lo pararon 
cuatro patrullas y lo arrestaron y lo llevaron a la cárcel y le dijeron que lo habían arres-
tado porque tres días antes habían matado a un muchacho en la Mision, y le dijeron 
que él lo había matado, pero no tenían pruebas. Entonces lo dejaron dos semanas, y 
después lo deportaron.

Otro testimoniante de Poder, ong local, mencionó que “lo estamos haciendo 
mejor que en otros países, pero todavía tenemos nuestra ciudad para fortalecer los 
programas para los inmigrantes y realmente poner en práctica las leyes que tene-
mos” —refiriéndose a la Ley Santuario—.

Desde el 11 de septiembre de 2001, la política pública migratoria de Estados 
Unidos ha sufrido cambios importantes en su aplicación, pues reforzó los sistemas 
de seguridad nacional con la creación, en marzo de 2003, del iCe, dependiente del 
dHs. El nuevo sistema de seguridad nacional de Estados Unidos ha buscado hacer 
eficiente la relación entre la política exterior y la política migratoria en el país, y ha 
creado un complejo sistema de defensa nacional donde los inmigran tes son uno de 
los principales focos de atención, dado el supuesto de una defensa de la frontera y 
del territorio del país (Coleman, 2007: 616). 

El diseño del iCe como una agencia federal encargada de todos los servicios de 
inmigración y control de aduanas ha buscado fortalecer las bases de datos sobre los 
ciudadanos estadunidenses y los inmigrantes que entran legal o ilegalmente al país, el sur-
 gimiento de programas y operaciones a nivel federal con alcan ce a nivel local y es  tatal, 
como Comunidades Seguras y la Operación Escudo Comunitario (Operation Com-
munity Shield), así como promover una estrategia para la protección de fronteras y 
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puertos de entrada al territorio estadunidense. Comunidades Seguras ha sido, desde 
su creación, uno de los principales proyectos del iCe para hacer una po  lítica pública 
migratoria en la que “se decida cuáles son los tipos de individuos que deben ser remo-
vidos prioritariamente del país” (dHs, 2012: 3).

Desde 2008, el iCe ha instaurado una campaña para favorecer la implementa-
ción del programa en todos los condados que integran la Unión Americana. Logró 
su objetivo en enero de 2013 con la inscripción de las 3181 jurisdicciones de Esta-
dos Unidos con un presupuesto de 790 000 000 de dólares y la identificación de 
69 2000 supuestos inmigrantes criminales (dHs, 2013b; 2012a).

El 5 de abril de 2012, la Oficina del Inspector General4 entregó al dHs un in-
forme sobre las operaciones que realiza el Departamento de Inmigración por medio 
del programa Comunidades Seguras, basado en entrevistas con oficiales de las agen-
cias e instituciones involucradas, en observación directa y en una revisión de los 
documentos dignos de análisis (dHs, 2012a). Según el documento, la clave del pro-
grama Comunidades Seguras es la integración de la información compartida por el 
Sistema Automatizado de Identificación Biométrica (Automated Biometric Identi-
fication System, ident) del Departamento de Seguridad Pública y el Sistema Inte-
grado Automatizado de Identificación de Huellas (Integrated Automated Fingerprint 
Identification System, iaFis) de la Oficina Federal de Investigaciones (Fede ral Bureau 
of Investigation, Fbi). Así, el ident recolecta la información de las huellas digitales y otra 
información importante relacionada con la seguridad nacional, la ejecución de la 
ley, la inmigración y la inteligencia (dHs, 2012a: 2). 

Como un dato relevante, se debe mencionar que la integración de la informa-
ción de ident e iaFis comenzó en 1998 y se formalizó en 2001 por medio de la Ley 
Patriótica (USA Patriot Act), la cual requirió la creación de un sistema electrónico 
que compartiera la información e identificación de las personas que estaban trami-
tando una visa de Estados Unidos. Así, la información sería accesible para todas las 
oficinas consulares, las agencias federales de inspección y de inmigración. Final-
mente, la Ley de Seguridad Fronteriza y Reforma de Visa de Entrada Mejorada 
(Enhanced Border Security and Visa Entry Reform Act) (2002) enmendó la Ley Pa-
triótica de 2001 y ordenó que las autoridades de inmigración tuvieran acceso a la 
información relevante de otras agencias federales de ejecución de la ley, para deter-
minar la admisibilidad o deportación de un inmigrante (dHs, 2012a: 2). 

Aun con la intensa campaña del iCe, la cual promovía una visión positiva del 
programa Comunidades Seguras, el ejercicio sistemático de acciones violentas por par-

4  La Oficina del Inspector General del Departamento de Seguridad Pública fue establecida por la Ley  
de Seguridad Pública de 2002 (Public Law 107-296), como resultado de la enmienda de la Ley del 
Inspector General de 1978, con el fin de promover una mayor eficiencia, eficacia y presupuesto dentro 
del Departamento (dHs, 2012a). 
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 te de agentes migratorios y de seguridad nacional de Estados Unidos, tales como la 
deportación y la detención5 de inmigrantes que no cuenten con los documentos de 
ciudadanía o residencia en Estados Unidos, han generado una gran polémica. En 
los debates al respecto se discute la práctica de control social que se desarrolla en ese 
país, no sólo en el presente, sino en diversos momentos históricos y espacios; algu-
nos autores lo identifican como violencia desde el Estado contra minorías étnicas 
y grupos raciales bien definidos, en este caso los inmigrantes de origen mexicano y 
centroamericano (Cornelius, 2001: 666; Ellermann, 2009: 4). 

Desde finales de la década de los noventa, tras la implementación de la iirira6 
en 1996 como resultado de un proceso legislativo para controlar la migración hacia 
Estados Unidos, su gobierno ha propugnado establecer políticas de regulación 
social como el control migratorio, la justicia penal y la seguridad nacional (Eller-
mann, 2009: 1).

El programa Comunidades Seguras ha sido duramente criticado por las organi-
zaciones y asociaciones de abogados (caucus) de los estados que integran la Unión 
Americana;  algunas, como Congressional Progressive Caucus, observan que su im  -
ple   mentación no tiene criterios específicos para seleccionar quiénes son los indivi-
duos que deben ser detenidos y deportados y, aun cuando en la información del iCe 
se menciona que está dirigido a quienes hayan cometido algún delito castigado en las 
leyes migratorias y penales, los sujetos deportados generalmente han cometido faltas 
menores, como infracciones de tráfico (Congressional Progressive Caucus, 2011).

Según un informe de Amnistía Internacional, el programa Comunidades Segu-
ras y la sección 287(g) (Immigration and Nationality Act —ina—) han violentado la 
vida diaria de inmigrantes y viajeros que viven y transitan por dicho país en espacios 
de la vida cotidiana como aeropuertos, vías públicas, hogares y espacios de trabajo 
(Amnesty International, 2004: 6). 

Asimismo, en las recomendaciones emitidas por el Grupo de Trabajo sobre Co-
  munidades Seguras,7 el grupo cuestionó al iCe la forma en que ayuda al buen fun-

5  Según el Departamento de Justicia de Estados Unidos, la detención de un inmigrante (detention of an 
alien) es la reclusión de un inmigrante por parte del dHs u otra entidad gubernamental (Department 
of Justice, Executive Office for Immigration Review, 2013: 9).

6  La iirira fue firmada el 30 de septiembre de 1996 por el presidente William Clinton. Se divide en seis 
secciones: I. Control de fronteras y protección nacional; II. Reforzamiento penal contra inmigrantes y 
el delito de fraude con documento; III. Inspección, aprehensión, detención, adjudicación y remoción 
de inmigrantes; IV. Restricciones en el empleo para inmigrantes; V. Restricciones en los beneficios para 
inmigrantes y VI. Otras disposiciones. 

7  Task Force on Secure Communities es un subcomité del Homeland Security Advisory Council (HsaC, 
Consejo Asesor de Seguridad Nacional), creado en junio de 2011 como respuesta del dHs. El grupo 
está integrado por líderes de los gobiernos estatales y locales, el sector privado, la academia y agencias 
gubernamentales; emite recomendaciones y da asesoría al dHs en cuestiones relacionadas con la segu  ri-
 dad nacional. 
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cionamiento del programa; señaló algunas problemáticas, como el impacto de la 
aplicación de leyes federales a nivel local, el ejercicio de la discriminación racial y 
la manera de enfocarse en los individuos que representan una verdadera amenaza 
para la seguridad nacional o pública (dHs, 2012b: 2).

El programa Comunidades Seguras facilita el flujo de datos entre el Fbi y el dHs 
para el control de éstos por parte de la justicia penal. Con base en este sistema de 
información que posee, entre otros datos las huellas dactilares de las personas 
detenidas por agencias de orden estatal y local, el iCe comprueba la información de 
un detenido al revisar la base de datos de inmigración del dHs. Si el iCe determina 
que el individuo es sujeto de arresto y deportación, la misma agencia decide qué 
medidas tomar en su contra. La agencia condena el castigo según el estatus mi   gratorio 
y por razones ajenas a su arresto o condena. La verificación de los datos muchas veces 
genera que el individuo sea deportado porque entró al país sin inspección o su visa 
ha caducado (dHs, 2011: 4). 

El gobierno federal de Estados Unidos, por medio del dHs, define quién es un 
inmigrante —documentado o no— y cuáles son las prácticas que se ejercen sobre 
estos individuos, categorizadas en normas y leyes que buscan contener la migración 
masiva y detener el terrorismo por medio de la criminalización de ciertos grupos mi -
gratorios —procedentes de Asia y Latinoamérica—.

Las prácticas del sistema migratorio dentro de territorio estadunidense son va-
riadas; algunas violan los derechos humanos y las garantías individuales de los inmigran-
tes, pues incluyen el establecimiento de un sistema penal para regular la entrada y 
permanencia de los inmigrantes jornaleros, indocumentados, residentes perma-
nentes y a los trabajadores temporales, quienes pueden ser sujetos de deportación y 
detención. Estas prácticas asumen una estrategia en que la deportación es una herra-
 mienta del Estado para controlar los flujos migratorios y vigilar la seguridad nacional. 
La convergencia en este punto revela que la ley penal y la migratoria fa vorecen la 
deportación como vía para culpar a cualquiera de ser sospechoso de terrorismo en 
Estados Unidos, en vez de promover procesos de control social que no excluyan a los 
inmigrantes (Coleman, 2007: 616).

El Grupo de Trabajo sobre Comunidades Seguras realizó un informe con reco-
mendaciones para el iCe principalmente, el cual tuvo como fuente cuatro reuniones 
para solicitar información a individuos, ong a favor de los derechos de los inmigrantes 
y gobiernos locales sobre el impacto del programa de Comunidades Seguras. Según 
el informe, muchos de los testimoniantes en las reuniones expresaron su incon for mi-
dad con el programa porque ha generado la deportación de personas arrestadas por 
delitos menores, así como de algunas víctimas de crímenes; además, pro   mueve la se -
paración de las familias e infunde miedo en la gente de llamar a la policía local cuando 
son testigos de algún delito, porque pueden ser deportados (dHs, 2011: 5).
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El informe destaca que son pocas las personas que consideran que el programa 
ha tenido un impacto positivo para identificar y deportar a los criminales que ame-
nazan la seguridad nacional, o para la integración de datos entre el Fbi y el iCe con la 
cual se emprendiera una política local eficiente para detener a los verdaderos crimina-
les (dHs, 2011: 5). Este documento se redactó diez años después de los hechos del 
11 de septiembre de 2001 que generaron una nueva estrategia de seguridad na   cional, 
enmarcada por la doctrina Bush y la Ley Patriótica, cuyos elementos principales 
fueron delineados por el Consejo de Seguridad Nacional (National Security Coun-
cil) en la Estrategia de Seguridad Nacional de Estados Unidos (The National Security 
Strategy of the United States of America), publicada el 20 de septiembre de 2002 (Seal 
of the President of the Unit ed States, 2002).

El énfasis de esa nueva estrategia para contener el terrorismo en suelo esta du   ni-
dense también marcó un nuevo periodo del sistema de migración. En este sentido, 
la detención y deportación de inmigrantes con grandes diferencias en sus estatus, así 
como la paulatina retirada de la vigilancia de las cortes hacia la cuestión migrato-
ria, fueron los puntos centrales de la guerra contra el terrorismo de la administración 
de George W. Bush (2001-2009) (Coleman, 2007: 616-617).

Una de las más importantes transformaciones en el sistema de migración fue la 
devolución del poder de la policía migratoria a los agentes no federales en el ámbito 
municipal, lo que significó que, después del 11 de septiembre de 2001, el poder del 
sistema migratorio de Estados Unidos se ha ido extendiendo del dHs a agentes loca-
les y federales. La novedad de esta cooperación y los limitados recursos para su 
implementación son algunas de las razones por las cuales aún no ha funcionado en 
su totalidad; la falta de claridad en las leyes federales es otro componente impor-
tante para que programas como Comunidades Seguras no se instauraran inme dia-
tamente en varias localidades de Estados Unidos —entre ellas San Francisco—, y 
hayan sido cuestionados con el fin de que se replantee la promoción de programas 
de seguridad nacional que limitan las libertades y los derechos civiles de ciuda da-
nos y residentes estadunidenses. 

En 2001, después de los atentados del 11 de septiembre, la estrategia política 
del gobierno federal de Estados Unidos y sus agencias tuvo como objetivo la trans-
formación de la seguridad nacional. Con ello fueron modificadas políticas —entre 
otras las de migración— para hacer frente al terrorismo. La Ley Patriótica aprobada 
en 2001 por el Congreso de Estados Unidos dio poderes a las agencias federa  les para 
investigar y castigar a todos los ciudadanos e inmigrantes sospechosos de crímenes 
en contra de la nación estadunidense y su población. 

Dos años después de la implementación de la Ley Patriótica, el gobierno federal 
de Estados Unidos creó el iCe para el cumplimiento de las leyes de inmigración y 
aduanas, y proteger a Estados Unidos de ataques terroristas. El iCe, como apunta 

Migración.indb   32 8/8/16   1:25 PM



 COMUNIDADES SEGURAS 33

su página de Internet, se concentra en los inmigrantes ilegales, así como en las perso-
nas, el dinero y los materiales enfocados hacia el apoyo del terrorismo y otras acti-
vidades criminales. 

El iCe ha creado programas que guían la política pública migratoria en todos los 
niveles de gobierno. En algunas localidades han empezado a funcionar agencias de 
rendición de cuentas que tienen la función de vigilar la consecución de los programas 
en las áreas de su jurisdicción, como es el caso de la Oficina General del Departamen-
to de Seguridad Pública. Aun así, es necesaria la creación de agencias de rendición 
de cuentas con participación de la ciudadanía y de los individuos afectados para que 
los reportes, informes y auditorías tengan una evaluación ciudadana basada en la ren-
dición de información de las distintas agencias de Estados Unidos. 

La sección 287(g) y Comunidades Seguras resultan importantes en la discu-
sión porque han logrado la penetración del sistema migratorio federal en espacios 
locales y la cooperación de los gobiernos locales y estatales con el sistema de migra-
ción federal para detener y deportar a los inmigrantes con perfiles criminales. Di-
chos programas, junto con el Criminal Alien Program y el programa National Fugitive 
Operations, han centrado sus acciones en mejorar los sistemas de información para 
que el iCe pueda identificar, aprehender y remover a inmigrantes con antecedentes 
penales y/o criminales (criminal aliens).

La sección 287 (g) fue puesta en marcha en 1995 como resultado de la iirira. Su 
aplicación ha permitido algunos abusos perpetrados por policías y alguaciles que 
tienen la facultad de actuar como agentes de inmigración con el programa federal. 
Un alto porcentaje de los deportados en el marco de la 287(g), y del programa Comu-
nidades Seguras ha llegado a las cárceles por delitos menores, como manejar sin li-
cencia de conducir o con el permiso vencido (Waslin, 2009).

Con la implementación de Comunidades Seguras en mayo de 2008 a nivel 
nacional, el iCe ha extendido el programa 287(g), que permitía a los policías locales 
actuar como agentes de inmigración. Según el iCe, Comunidades Seguras es una 
estrategia para mejorar la seguridad pública por medio de la modificación del sistema, 
gracias al cual se identifica a los inmigrantes criminales y se les deporta de Estados 
Unidos. Esta estrategia ayuda a que, con la información del dHs y del Departamen-
 to de Justicia (Department of Justice, doJ), se identifique rápidamente a inmigran-
tes que hayan sido arrestados por un crimen y remitidos según las leyes locales (dHs, 
2013b).

Con esta capacidad, las impresiones de las huellas digitales de los delincuentes 
se revisan no sólo en los archivos criminales del Fbi, sino también en los de migra-
ción del dHs. Así, si dichas huellas coinciden con los registros del dHs, el iCe deter-
mina si es necesario aplicar las leyes migratorias considerando la historia migratoria, 
la severidad del crimen y la historia penal del extranjero (dHs, 2013b). 

Migración.indb   33 8/8/16   1:25 PM



34 PAOLA VIRGINIA SUÁREZ ÁVILA

Dicho programa autoriza al gobierno federal a concertar acuerdos locales y 
estatales por medio de un memorándum de acuerdo (memorandum of agreement, 
moa), gracias al cual se da a los oficiales locales un entrenamiento apropiado y se 
les hace actuar bajo la supervisión de los oficiales del iCe; sin embargo, esta pro-
puesta se eliminó finalmente porque no todas las jurisdicciones quisieron acceder 
a la incorporación del programa, como es el caso del condado de San Francisco, 
California. 

 En agosto de 2011, John Morton, director del iCe, anunció que esta instancia 
eli   minaba todos los acuerdos realizados por memorándum con los gobiernos loca-
les porque generaban mucha confusión, y se hizo obligatoria la incorporación de 
los go biernos locales a dicho programa federal. De esta manera, el iCe logró su 
meta de in   cluir en el programa a las 3181 jurisdicciones que comprenden la Unión 
Americana.

Según la agencia, Comunidades Seguras también ayuda al iCe a maximizar sus 
recursos para garantizar que las personas, los procesos y la infraestructura sean 
apropiados para acomodar en un sistema a un número extenso de criminales ex-
tranjeros para que sean identificados y sujetos a procesos de deportación. El pro-
grama moderniza la forma de identificación y deportación por medio del uso de 
huellas digitales revisadas por un sistema tecnológico biométrico; se priorizan los 
recursos para luchar contra las más grandes amenazas y se comparte información 
entre las agencias encargadas de la aplicación de la ley (Depart ment of Homeland 
Security iCe, 2013a).

Según datos del iCe, en el periodo del 27 de octubre de 2008 al 31 de mayo de 
2011, 32  931 de un total de 115 396 deportaciones hechas en el marco del programa, 
que representan el 29 por ciento, han sido clasificadas como de personas no crimi-
nales. Además, 52  609 de 11 5396 (el 46 por ciento) de las deportaciones fueron 
clasificadas en los niveles 2 y 3, que corresponden a delitos menores. En total, el 74 por 
ciento de las deportaciones realizadas en el programa S-Comm incluyen a inmigran tes 
no criminales o con delitos menores, entre ellos, quienes hayan cometido infracciones 
de tránsito (Asian Law Caucus, 2011: 2). 

Asimismo, la información correspondiente al estado de California durante en el 
mismo periodo indica que es el estado con mayor número de deportaciones dentro 
del programa S-Comm, aproximadamente 44 438. El segundo estado con mayor 
número de casos es Texas, con 28 601. El 28 por ciento de las deportaciones fueron 
clasificadas por el iCe como de inmigrantes no criminales; el 41 por ciento fueron re-
sultado de delitos menores, por lo que casi el 70 por ciento se ejecutaron sobre 
inmigrantes no criminales o con delitos menores (Asian Law Caucus, 2011: 2). 

David Price, congresista del Distrito 4 de Carolina del Norte y presidente del 
House Appropiations Subcommitte del dHs, ha sido el principal promotor de un 
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sis tema para identificar y remover criminales extranjeros de las cárceles y prisiones; 
también está a favor de la Reforma Migratoria Comprensiva. Ha declarado que no 
importa qué opinión haya sobre el problema de la inmigración ilegal y cómo solu-
cionarlo, ya que ellos (los estadunidenses) deben estar de acuerdo con las priorida-
des del iCe para identificar y deportar a los extranjeros que han violado las leyes, 
que son un peligro para sus comunidades y han sido convictos de varios crímenes 
(Waslin, 2009: 6). 

En septiembre de 2008 comenzó Comunidades Seguras como un pequeño pro-
 grama en Carolina del Norte y Texas; en agosto de 2009 funcionaba ya en ochenta 
y una jurisdicciones de nueve estados. Según datos del iCe, el 22 de enero de 2013 
estaban activados los sistemas biométricos de información en el cien por ciento de las 
jurisdicciones de Estados Unidos: un total de 3181 jurisdicciones en los cincuenta 
estados, territorios de Estados Unidos y el Distrito de Washington, D.C. (U.S. dHs, 
2013b: 1; Waslin, 2009: 6). Asimismo, los cincuenta y ocho condados que existen 
actualmente en California se integraron paulatinamen  te al programa en un periodo 
de año y medio; San Diego fue el primero, el 26 de mayo de 2009, y los últimos conda-
dos en implementarlo fueron Sienna, Siskiyou y Trinity, el 23 de febrero de 2011 
(dHs, 2013b: 2).

El balance del programa Comunidades Seguras 
y la deportación en la primera administración 
de Barack Obama (2008-2012) 

El balance del programa Comunidades Seguras, instaurado por el dHs en el periodo 
2008-2012, que corresponde a la primera administración de Obama, nos ayuda a 
proponer un marco introductorio para el análisis sobre el equilibrio de poder entre 
gobiernos locales y gobierno federal, así como a comprender la participación de otros 
actores políticos en la construcción de políticas públicas migratorias. Los datos y 
análisis que han resultado del balance realizado por grupos de trabajo de agencias 
gubernamentales, académicos, ong y asociaciones de abogados a favor de los de  re -
chos de los inmigrantes nos permiten realizar un primer análisis de la situación de 
la deportación o remoción después de la instauración del programa Comunidades 
Seguras en Estados Unidos. 

La falta de estudios encaminados a conocer los resultados de políticas públicas 
como este programa, así como la casi nula transparencia de agencias públicas del iCe y 
el dHs sobre la aplicación de políticas públicas, nos dificulta comprender la mag  nitud 
del impacto de la instauración del programa del iCe en espacios locales y las comu-
nidades de inmigrantes en Estados Unidos (Kohli et al., 2011: 1).
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En esta sección analizo documentos del Grupo de Trabajo sobre Comunidades 
Seguras del HsaC, de la Oficina del Director del iCe, del Programa Comunidades Se-
  guras del iCe y un informe académico con datos sociodemográficos relacionados 
con el programa desarrollado en la Escuela de Derecho de la Universidad de Cali-
fornia en Berkeley. 

La deportación en Estados Unidos ha sido un tema polémico desde la aproba-
ción de dos leyes por el Congreso en el año de 1996: la Ley Antiterrorismo y de la 
Pena de Muerte Efectiva (Anti-terrorism and Effective Death Penalty Act, aedpa) y 
la iirira, las cuales transformaron drásticamente la forma de castigar los crímenes 
realizados por los residentes permanentes y los inmigrantes no documentados 
(Morawetz, 2000: 1). 

Desde 2001, las leyes migratorias, junto con los programas diseñados para ins-
taurarlas, han agravado y acelerado el proceso de de   portación de inmigrantes en 
Es t ados Unidos. La gráfica 1 expresa el sensible aumento en las deportaciones en los 
años fiscales de 2000 a 2011, con datos estadísticos del dHs.

Además, existen indicadores importantes que reportan que, durante los años 
fis cales de 2012 y 2013, el país con el mayor número de personas deportadas es 
Mé xico, seguido de Guatemala, Honduras y El Salvador. Aun cuando se menciona 
un descenso en las cifras más recientes de deportación, el problema sigue siendo 
grave y se enfoca principalmente en los inmigrantes de origen mexicano y centroa-
me ri ca no. En la gráfica 2, se menciona el número de deportaciones por naciona lidad 
en los dos últimos años de la administración de Obama (2012-2013).

Las cifras encaran la realidad en el aumento de las deportaciones desde la ins-
tauración del programa Comunidades Seguras en 2008 hasta 2013. El índice de 
deportaciones de diversos tipos de individuos de las comunidades migrantes de Mé-
xico y Centroamérica, incluso de menores de edad, lo cual ha generado la declaración 
de una crisis humanitaria en julio de 2014.8 

8  Según los datos de la Patrulla Fronteriza, desde finales de 2013 hasta 2014, han sido detenidos más 
de 52 000 menores de edad. El flujo de niñas, niños y adolescentes ha sido definido como una “crisis 
humanitaria” debido a los tratos a los que han sido sometidos, sin tener la oportunidad de proceso 
justo y expedito en las cortes de Estados Unidos. 
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gráFiCa 2
número de deportaCiones por naCionalidad en los años FisCales 

de 2012-2013 en estados unidos

M
éx

ico

Gua
tem

ala

Hon
du

ras

El S
alv

ad
or

284 924
241 493

43 627 47 769 37 577 37 049 21 714 21 602

409 849
368 644

Número de deportaciones 2012 Número de deportaciones 2013

Fuente: trac Immigration (2013).

Migración.indb   37 8/8/16   1:25 PM



38 PAOLA VIRGINIA SUÁREZ ÁVILA

La situación presente ha provocado que se haga un llamado a los diversos grupos 
políticos —ong, gobiernos locales, comunidades de migrantes y grupos de trabajo 
de agencias gubernamentales— para que se replantee la política pública mi gratoria 
y el sistema de justicia penal que, en combinación, condena a los inmigrantes no 
regularizados por su situación migratoria y no penal (Kohli et al., 2011: 3).

Según un estudio de la Universidad de California en Berkeley, el número de 
personas deportadas anualmente en Estados Unidos se ha incrementado casi en 
un 400 por ciento desde 1996, y más de un millón de personas han sido depor-
tadas desde el inicio de la administración de Barack Obama (2009 a la fecha). 
Alrededor de trescientas mil personas están siendo procesadas actualmente para 
su deportación (Kohli et al., 2011: 1). 

Ante la gravedad del asunto, la creación, en junio de 2011, del Grupo de Tra-
bajo sobre Comunidades Seguras, dependiente del HsaC, promovió una serie de 
recomendaciones para el iCe basadas en cinco temáticas específicas: a) la desinfor-
mación con respecto al programa Comunidades Seguras y el papel de las agencias 
de policía local, b) las inconsistencias percibidas entre los objetivos y los resultados 
obtenidos por Comunidades Seguras, c) las infracciones menores, d) las conse-
cuencias no deseadas de Comunidades Seguras en la práctica de la política pública 
local y el impacto en la comunidad y e) la cuestión sobre suspender el programa Co -
munidades Seguras. Las recomendaciones generales del Grupo de Trabajo sobre 
Comunidades Seguras se centran en los siguientes puntos:

•  El iCe debe aclarar las metas y objetivos del programa Comunidades Seguras, 
así como sus parámetros y funcionamiento; transmitir con precisión la infor-
mación de las jurisdicciones participantes actuales, las futuras y las comu-
nida des a las que sirven. Independientemente de que el iCe tiene la autoridad 
legal para operar Comunidades Seguras y sin acuerdo local, debe trabajar 
para desarrollar buenas relaciones de trabajo con los estados, ciudades y 
comunidades.

• El iCe debe mejorar la transparencia del programa.
•  Existe un amplio consenso en la nación respecto a que las personas condena-

das por delitos graves que se encuentran en Estados Unidos de manera ilegal 
deben ser sujetas de deportación. El iCe debe basarse en el consenso median-
te la implementación de mecanismos sistemáticos para asegurar que Comu-
nidades Seguras se adhiera a su objetivo manifiesto de dar prioridad a la 
aplicación del mismo a individuos que representan un riesgo para la seguri-
dad pública o la seguridad nacional.

•  El iCe debe aclarar que a los infractores de las leyes civiles de inmigración y 
las personas que son condenadas o inculpadas de delitos menores no se les debe 
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aplicar el programa prioritariamente, a menos que haya otros indicios que 
planteen un riesgo grave para la seguridad pública o la seguridad nacional.

•  El dHs debe ejercer su discrecionalidad en la persecución. En toda la norma-
tividad sobre inmigración debe hacer esfuerzos acordes con las prioridades de 
control establecidas y tomar medidas sistemáticas para entrenar y supervisar 
a su personal de campo y a sus abogados para que apliquen políticas de   par  ta-
mentales de discreción procesal.

•  El dHs debe fortalecer los mecanismos de rendición de cuentas; debe hacer 
propuestas para la prevención del delito y la protección de los derechos y las 
libertades civiles de las personas que han entrado al país sin inspección o 
cuya visa ha expirado.9

Las recomendaciones del Grupo de Trabajo de Comunidades Seguras repre-
sentan un avance en el cambio de políticas públicas migratorias y penales que ejer-
ce el iCe bajo la dependencia del dHs de Estados Unidos. En la búsqueda de 
consenso nacional para la Reforma Migratoria Integral desde 2006, ha sido una 
problemática nacional analizar el ejercicio de políticas públicas migratorias y de 
seguridad nacional del gobierno federal en los ámbitos locales. El informe del Gru-
po de Trabajo hace énfasis en fortalecer la transparencia del programa Comunida-
des Seguras, así como en plantear de forma clara a los gobiernos locales los objetivos 
y alcances que persigue el gobierno federal y sus agencias (dHs, 2011: 9-10).

Con base en lo anterior, se debe considerar la relación entre los gobiernos loca-
les y federal en este conflicto a partir de la instauración de programas federales que 
afectan las políticas públicas migratorias en espacios locales. Los gobiernos locales 
que gozan de autonomía, como la ciudad y el condado de San Francisco, han hecho 
énfasis en que se debe respetar el autogobierno (home rule)10 de las entidades loca-
les frente al gobierno federal, considerando que cada jurisdicción puede integrarse 
o no a algún programa federal, según las necesidades propias de su Constitución 
política y social. 

La confusión que provoca la implementación de programas como Comunida-
des Seguras para los gobiernos locales abre el camino al ejercicio de poder sin vigi-
lancia de grupos policiacos no certificados para la detención de inmigrantes, con 
base en leyes migratorias también confusas. En el mismo informe se menciona que

  9  Traducción de la autora (HsaC, 2011: 9-10).
10  Autonomía es el poder de una división administrativa dentro de un estado para ejercer como tal los 

poderes de la gobernabilidad de ese estado, dentro de su propia área administrativa, y que se ha des-
centralizado con base en su Constitución como poder local.
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el impacto de Comunidades Seguras no se ha limitado a los criminales convictos, de  -
lin  cuentes peligrosos y violentos o amenazas a la seguridad pública y la seguridad 
nacional. Por otra parte, el programa ha suscitado verdaderas preocupaciones en al-
gunas fuerzas de seguridad, debido a sus efectos negativos sobre la policía local y la 
percepción de que las fuerzas de seguridad están participando en la ley de inmigración 
(HsaC, 2011: 9).

El reconocimiento de algunos gobiernos locales (como el de San Fran  cisco) y 
agencias gubernamentales como el Grupo de Trabajo sobre Comunidades Seguras 
acerca de la falta de información y objetivos específicos del programa es un aviso 
importante al dHs para que restrinja sus poderes en los gobiernos locales y especifi-
que la importancia de que éstos colaboren con las agencias federales. 

El activismo de los gobiernos locales en Estados Unidos ha permitido la gene-
ración de cambios en la política pública federal que afectan a las comunidades de 
inmigrantes y de ciudadanos cuando son afectados por programas como el de Co-
munidades Seguras. La relación entre los gobiernos local y federal debe ser reinter-
pretada en las prácticas cotidianas, en las que se ejercen los programas federales 
para conocer cuáles son sus alcances y de qué manera se están violando los derechos 
civiles de cualquier residente o ciudadano. La participación de gobiernos locales 
como el de San Francisco expresa la preocupación sobre la transformación de la po -
lítica pública migratoria en la administración de Obama, en espacios locales que no 
son fronterizos y que han sido incluidos en el programa Comunidades Seguras. 

La disputa entre los gobiernos locales y el federal vuelve interesante la cues-
tión sobre los procedimientos para lograr la deportación de los inmigrantes que ha-
yan violado alguna ley migratoria y penal. Con el ascenso de políticas restrictivas 
desde 1996 hasta la fecha, la criminalización de los inmigrantes ha llegado a un punto 
álgido en el que se deben replantear los supuestos jurídicos por los cuales un inmigran-
te es criminalizado y el motivo por el cual recibe el castigo de la deportación. 

Conclusiones

El análisis sobre la puesta en práctica del programa Comunidades Seguras es una apor-
tación a los estudios de la política pública migratoria que permite comprender la 
relación actual entre ésta y la seguridad pública en Estados Unidos. La deportación 
es una práctica justificada por un conjunto de leyes y programas que conjugan la 
aplicación de leyes penales y migratorias, con el fin de que los procesos que se ejer-
cen contra residentes permanentes e inmigrantes no regularizados faciliten la remo-
ción de individuos mediante un proceso penal, a través de sentencias o condenas 
sin reconocer sus derechos civiles para la reintegración social. 
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La deportación representa un problema social y político para muchas comuni-
dades de inmigrantes que han sufrido la separación de sus familias, la desintegra-
ción de sus comunidades y el acoso de grupos policiacos que, con miras a contener 
el terrorismo, han ejercido pleno poder en contra de grupos e individuos que no 
representan una amenaza pública para los espacios locales y federales. 

El aumento de la deportación de inmigrantes centroamericanos y mexicanos, 
en el marco del programa Comunidades Seguras desde 2008 hasta la fecha, evi-
dencia un proceso de criminalización o visión negativa de ellos, a quienes se pone la 
etiqueta de enemigo público. Para el avance en la discusión, es necesario hacer énfa-
 sis en el estudio de las relaciones entre la sociedad civil y el Estado para reconocer 
los efectos de las políticas públicas migratorias en las vidas cotidianas de los inmi-
grantes y de los gobiernos locales. 

Las ong, las agencias de rendición de cuentas del gobierno federal y los cuer-
pos académicos han hecho un llamado para que se realicen estudios especializados 
sobre los efectos de la política del iCe bajo la jurisdicción del dHs, con el fin de ami-
 norar las consecuencias negativas en las poblaciones de inmigrantes donde funcio-
na el programa Comunidades Seguras. 

Finalmente, es necesario generar nuevos estudios antropológicos de la situación 
de las comunidades locales frente a la aplicación de programas de política pública 
migratoria que afectan la vida diaria de los inmigrantes, así como analizar las relacio-
nes complejas entre los gobiernos locales y federal en la instauración de programas 
como Comunidades Seguras y la sección 287(g).
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